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RESOLUCIÓN DE DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA:

DESESTIMATORIA

I. Antecedentes de hecho

Primero. El día 11 de marzo de 2024 se recibió en el registro electrónico de la Generalitat una solicitud de 
acceso a la información pública, según la normativa de transparencia de la Generalitat (1), con número de 
registro GVRTE/2024/1013297, en la que se indica lo siguiente:

"Que, al amparo de la Ley 1/2022, del 13 de abril, de la Generalitat, de Transparencia y Buen Gobierno de la  
Comunidad Valenciana, solicito acceso a los diferentes enunciados, reglas de evaluación aplicadas y, en su 
caso, solución de las dos pruebas de la primera parte del segundo ejercicio (ejercicio en grupo y  bandeja 
electrónica) de las convocatorias 3/22 y 5/22 de la GVA."

Segundo. En esta fecha de entrada comienza a contar el plazo máximo de un mes para resolver y notificar por 
el órgano competente de Conselleria de Hacienda, Economía y Administración Pública(2).

II. Fundamentos de derecho

Primero. El artículo 27 de la Ley 1/2022, de 13 de abril, y el artículo 42.1 del Decreto 105/2017, de 28 de julio, 
establecen que cualquier persona tiene derecho de acceso a la información pública sin más limitaciones que las 
establecidas en la ley. Para el ejercicio de este derecho no es necesario motivar la solicitud ni invocar la ley.

Segundo. Los artículos 9, 28 y 32 de la Ley 1/2022, de 13 de abril, y los artículos 44 a 49 del Decreto 105/2017, 
de 28 de julio, establecen los límites de acceso a la información pública, el régimen aplicable en el caso de que 
la información solicitada contenga datos de carácter personal y las causas de inadmisión.

Tercero. Los artículos 14 y 15 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno; los artículos 12 y 13 de la Ley 2/2015, de 2 de abril, y el artículo 53 del Decreto 
105/2017, de 28 de julio, enumeran los límites de acceso a la información pública.

Cuarto. El acceso a la información sobre la materia solicitada está limitado por los artículos 14 y/o 15 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, en particular: 

o La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión (art. 
14.1.k)

En concreto,  debido a  que sin perjuicio que no consta  la  identificación de la  persona que solicita  esta  
información a efectos de verificar si es o no aspirante / persona interesada en los procesos selectivos respecto a 
los que solicita información, cabe tener en cuenta que en estas pruebas no resulta procedente aportar los  
ejercicios completos por varias razones. 

Las pruebas psicométricas que permiten evaluar aspectos tan variados y complejos como la inteligencia, la  
personalidad, las aptitudes o las actitudes, no pueden equipararse a las pruebas de conocimiento destinadas a 
evaluar cuánto se sabe sobre una materia específica previamente determinada por un temario que se elabora 
para cada convocatoria. 
Proporcionar las herramientas evaluativas concretas utilizadas, especialmente en el contexto actual donde la  
información puede compartirse con miles de personas a través de internet o las redes sociales, conllevaría que 
dichas herramientas no podrían ser utilizadas con fines selectivos en el futuro. En las pruebas psicométricas 
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competenciales, de personalidad, etc. se trata de evaluar formas de ser, pensar, o actuar de las personas. 
Si no se protege el acceso y la difusión de las pruebas, los candidatos podrían ser entrenados para simular las 
conductas que se consideran más adecuada al perfil del puesto, y no sus propias competencias reales, ya que  
aprenden las respuestas más idóneas, aunque no respondan a su forma de ser o sus competencias. 
Esto invalida el uso de las herramientas ya que las puntuaciones, en este caso, no reflejarían el grado de 
competencia sino la capacidad y recordar las claves de las respuestas más adecuadas para responder a una  
evaluación específica. 
.

Quinto.El articulo 35 de la Ley 1/2022, de 13 de abril, establece los órganos competentes para la resolucion del 
procedimiento de solicitud de acceso a la informacion pública.  El artículo  16 del  Decreto  DDECRETO 
133/2023, de 10 de agosto, del Consell, de aprobación del Reglamento orgánico y funcional de la Conselleria 
de Hacienda, Economía y Administración Pública, por el que se aprueba el Reglamento orgánico y funcional de 
Conselleria  de Hacienda,  Economía y Administración Pública,  establece que el  organo competente para  
resolver es Dirección General de Función Pública. 

En atención a los antecedentes de hecho y los fundamentos de derecho descritos,

RESUELVO

Primero.  Desestimar la solicitud y denegar el acceso a la información pública solicitada, por resultar de 
aplicación los límites de acceso a la información pública.

Segundo. Se informa a la persona o entidad interesada que esta resolución pone fin a la vía administrativa. Si 
desea impugnarla, puede presentar un recurso contencioso-administrativo en un plazo de dos meses a partir del 
día siguiente al de la notificación de esta resolución (3). Además, antes de presentar el recurso contencioso-
administrativo, puede optar por presentar una reclamación ante el Consejo Valenciano de Transparencia en un 
plazo de un mes, a partir del día siguiente al de la notificación de esta resolución (4).
___________________________
1 Artículo 31 de la Ley 1/2022, de 13 de abril, de transparencia y buen gobierno de la Comunitat Valenciana y capítulo II 
del título II del Decreto 105/2017, de 28 de julio, del Consell, de desarrollo de la Ley 2/2015, de 2 de abril, de la  
Generalitat, en materia de transparencia y de regulación del Consejo de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno.
2 De acuerdo con lo establecido en el artículo 34.1 de la Ley 1/2022, de 13 de abril, y el artículo 55.1 del Decreto 105/2017, 
de 28 de julio.
3 Conforme a lo establecido en los artículos 112, 114, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento 
administrativo común de las administraciones públicas y los artículos 8, 14.1 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa.
4 Según lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 1/2022, de 13 de abril y el artículo 57 del Decreto 105/2017, de 28 de 
julio.
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